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1. ASUNTO

Por reparto, ha llegado a esta Sala escrito mediante el cual la ciudadana LUZ ADRIANA OROZCO propugna por la protección de los derechos fundamentales a la libertad,  la familia, la igualdad y debido proceso de su “prima”, KAREN CASTRO RAMÍREZ presuntamente vulnerados por el Juzgado 6º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, Valle, toda vez que se le ha negado en varias oportunidades a la señora KAREN CASTRO RAMÍREZ la libertad condicional, pese a que considera que la misma cumple con los requisitos para acceder a tal beneficio. 
Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) sentencia condenatoria emitida el 14 de julio de 2014 por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira; ii) solicitud del 5 de febrero de 2016 dirigida al Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira; iii)  solicitud sin fecha, dirigida al Juzgado 6º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, Valle, y iv) solicitud radicada en jurídica de “R.M. la badea” del 24 de junio de 2016 (folios 4 al 13).
2. PARA RESOLVER SE CONSIDERA

El artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 dispuso:

 

“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.
 
También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.
 
También podrá ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”
 

Significa entonces que el Decreto 2591 de 1991 consagró la posibilidad de presentar la acción de tutela como agente oficioso y frente a este evento, es necesario recordar que cualquier persona puede actuar en esta calidad siempre y cuando se cumplan los siguientes presupuestos: “(i) que exista una manifestación del agente oficioso en el sentido de que actúa como tal; (ii) que efectivamente el titular del derecho fundamental no esté en condiciones físicas o mentales para promover su propia defensa; (iii) que siempre que sea posible exista una ratificación oportuna por parte del titular del derecho respecto a los hechos y pretensiones de la acción”
.   Igualmente,  la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente en cuanto a la legitimación por activa y agencia oficiosa
:

“(…) Con relación a la interposición de la acción de tutela a través de un agente oficioso, este Tribunal ha indicado que opera cuando el titular del derecho no puede asumir su defensa personalmente. Tiene como finalidad garantizar la protección y eficacia de los derechos fundamentales del agenciado, al admitir que un tercero interponga la acción y actúe en su favor sin que medie poder.

 

En este sentido, la Corte ha reiterado que en la presentación de la solicitud de amparo por parte de agente oficioso deberá verificarse que el agente oficioso manifieste actuar en tal sentido; y que de los hechos que fundamentan la acción se infiera que el titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados se encuentra en situación física o mental que le impida la interposición directa de la acción[1]. En todo caso, el juez constitucional deberá analizar el cumplimiento de estos requisitos a la luz de las circunstancias particulares del caso puesto a su consideración[2].

 

En relación con la manifestación del agente oficioso de actuar como tal, puede ser expresa o tácita. De esta forma, se ha considerado válida la agencia oficiosa cuando de los hechos narrados en el escrito de tutela se deduzca la calidad en la que actúa la persona que presenta la acción.

 

En cuanto a la imposibilidad para promover la defensa se ha reconocido que pueda ser de tipo físico o mental; o puede derivarse de otras circunstancias como el aislamiento geográfico o la situación de especial marginación o indefensión[3]. (Subrayas nuestras)

Infortunadamente, en el presente evento no se puede imprimir el trámite que correspondería normalmente a una acción de tutela como la presentada, es decir, admitir la demanda, correr el respectivo traslado a las autoridades accionadas y decretar las pruebas que se consideren pertinentes. Lo anterior, obedece a que se observa un defecto que está relacionado con la legitimidad por activa por cuanto en este caso no es procedente la figura de la agencia oficiosa.

No obstante la informalidad y subsidiariedad de la acción de tutela, con ella se busca la protección de derechos personalísimos, es claro que en principio debe ser interpuesta por la afectada, que para el caso sería la señora KAREN CASTRO RAMÍREZ, a menos que esté realmente imposibilitada para hacerlo de manera directa, evento en el cual sí podría admitirse que fueran agenciados en forma oficiosa.
De lo relatado por la señora LUZ ADRIANA OROZCO no se desprende que la señora CASTRO RAMÍREZ, no pueda intentar directamente la defensa de sus intereses en un trámite como la demanda de amparo,  aun cuando la misma se encuentre recluida en la cárcel del municipio de Jamundí, Valle, toda vez que tal acción constitucional la puede hacer a través de la oficina jurídica des establecimiento carcelario.   Sobre el particular, la Corte Suprema de Justicia en decisión del 30 de mayo de 2013,  M.P. Dr. Gustavo Enrique Malo Fernández, rechazó una acción de tutela de primera instancia, en la que se presentó un caso con similares características al que nos ocupa (persona detenida), expresó:

“De entrada, se observa que a la demandante no le asiste ningún tipo de representación que la legitime para actuar en nombre del señor Torres Roure, al paso que tampoco demuestra tener la condición de agente oficioso, pues según la jurisprudencia, esta figura opera cuando “… el titular del derecho no esté en condiciones de promover su propia defensa. Condición que, como es lógico, no basta afirmar sino que es menester demostrar” (Sentencia SU.1023/01).
Recordemos que la acción de tutela se encuentra a disposición de todas las personas sin importar su condición –artículo 86 de la Constitución Política- y ello cobija, incluso, a las que, por diferentes circunstancias, están privadas de la libertad, como lo ha dicho la Corte Constitucional:

“Si bien es cierto que la condición de prisionero determina una drástica limitación de los derechos fundamentales, dicha limitación debe ser la mínima necesaria para lograr el fin propuesto. Toda limitación adicional debe ser entendida como un exceso y, por lo tanto, como una violación de tales derechos. La órbita de los derechos del preso cuya limitación resulta innecesaria, es tan digna de respeto y su protección constitucional es tan fuerte y efectiva como la de cualquier persona no sometida a las condiciones carcelarias. Los derechos no limitados del sindicado o del condenado, son derechos en el sentido pleno del término, esto es, son derechos dotados de poder para demandar del Estado su protección.” –Sentencia T-900 de 2005-.

En ese orden de ideas, la mera circunstancia que el presunto afectado se encuentre detenido, no le impide acudir directamente ante el juez de tutela, pues para tal efecto los Establecimientos Penitenciarios tienen oficinas de asistencia jurídica que bien pueden facilitarle tal labor.” 

En esas condiciones, es evidente que la señora LUZ ADRIANA OROZCO no está habilitada para presentar la acción de tutela en nombre de su familiar, KAREN CASTRO RAMÍREZ; en consecuencia, emerge con meridiana claridad que en el caso que concita la atención de la Sala no queda alternativa diferente a rechazar la demanda de amparo constitucional presentada por falta de legitimación por activa. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, RECHAZA la demanda de amparo constitucional, presentada por la señora LUZ ADRIANA OROZCO.
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